
2020 – AÑO DEL BICENTENARIO DEL PASO A LA INMORTALIDAD DEL GENERAL 

MANUEL BELGRANO 

General López 3055 – (S3000DCO) – Santa Fe – República Argentina 

 
 

 

   

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE SANTA FE 

SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 

MODIFICACION DE LA LEY N° 13013 

 

ARTÍCULO 1.- Modifíquese el artículo 13 de la Ley n° 13013, Ley 

Orgánica del Ministerio Público de la Acusación, el cual quedará redactado del 

siguiente modo: 

ARTÍCULO 13.- Organización e Integración. El Ministerio Público de la 

Acusación está integrado por los siguientes órganos: 

1.- Órganos de Dirección 

a. El Fiscal General 

b. Los Fiscales Regionales 

2.- Órganos Fiscales 

a. Los Fiscales 

b. Los Fiscales Adjuntos 

3.- Órganos de Apoyo a la Gestión 

a. La Secretaría General 

b. La Junta de Fiscales 
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c. Los Consejos Asesores Regionales 

d. La Administración General 

e. La Auditoría General de Gestión 

f. La Unidad de Atención, Acompañamiento, Orientación y Asistencia a 

las Víctimas 

g. La Escuela de Capacitación 

h. El Organismo de Investigación 

4.- Órganos Disciplinarios 

a. Tribunal de Disciplina 

 

ARTÍCULO 2.- Incorpórese el artículo 28 bis a la Ley n° 13013, Ley 

Orgánica del Ministerio Público de la Acusación, el cual quedará redactado del 

siguiente modo: 

ARTÍCULO 28 bis. Unidad de atención, acompañamiento, 

orientación y asistencia a víctimas. Tendrá por misión velar y dar 

cumplimiento a las tareas concernientes a víctimas que la ley encomienda al 

Ministerio Público. 

La Unidad de Atención, Acompañamiento, Orientación y Asistencia a las 

Víctimas tendrá como función garantizar a las víctimas de cualquier delito los 

derechos de acompañamiento, orientación, asistencia e información general 

previstos en la Ley n° 12734, Código Procesal Penal de la Provincia de Santa 

Fe, y en la Ley Nacional 27.372 de Derechos y Garantías de las Personas 

Víctimas de Delitos, desde el primer contacto de la víctima con el órgano de 

persecución penal y a lo largo de todo el proceso penal, a través de un 
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abordaje interdisciplinario y, en su caso, mediante la derivación hacia áreas 

especializadas que garanticen su asistencia integral. 

Será objetivo de la Unidad brindar los apoyos necesarios a los fines de 

que la víctima experimente el tránsito por el sistema penal como reparatorio, 

restaurando sus derechos en la medida de lo posible y morigerando las 

consecuencias del hecho delictivo, persiguiendo permanentemente el objetivo 

de evitar la revictimización, teniendo especial consideración cuando se tratare 

de niños, niñas, adolescentes, mujeres o cualquier persona en especial estado 

de vulnerabilidad. En todo momento atenderá a la perspectiva de género en los 

términos de la ley 26485. 

Asimismo, acompañará a la víctima en su relación con el/la fiscal 

interviniente a los fines de contribuir a una mejor vinculación, brindando 

herramientas psicológicas, sociales, lingüísticas y culturales que permitan una 

interlocución fluida y clara que garantice el cabal entendimiento de las partes. 

Brindará asesoramiento a las/los fiscales sobre el tratamiento de los 

delitos, procurando ampliar la mirada hacia aspectos trascendentes a la mera 

persecución penal. 

 

ARTÍCULO 3.- Incorpórese el artículo 28 ter a la Ley n° 13013, Ley 

Orgánica del Ministerio Público de la Acusación, el cual quedará redactado del 

siguiente modo: 

ARTÍCULO 28 ter. Composición de la Unidad de Atención, 

Acompañamiento, Orientación y Asistencia a las Víctimas. La Unidad estará a 

cargo de un/a Director/a Provincial y se organizará mediante la creación de 

una Unidad Regional por cada una de las Fiscalías Regionales que conforman el 

Ministerio Público de la Acusación.  
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Cada Unidad Regional, a su vez, estará a cargo de un/a Director/a 

Regional, y se integrará por equipos interdisciplinarios, compuestos por 

profesionales del campo de la psicología, el trabajo social, la ciencia política, la 

sociología y/o la antropología. 

El Director Provincial y los Directores Regionales de la Unidad de 

Atención, Acompañamiento, Orientación y Asistencia a las Víctimas, podrán ser 

Licenciados/as en Psicólogía, Sociología, Antropología, Ciencia Política o 

Trabajo Social. 

Será obligación del Ministerio Público de la Acusación constituir, como 

mínimo, equipos especializados en cada una de las Unidades Regionales para 

la atención de Víctimas de Violencia de Género y Delitos contra la Integridad 

Sexual, Víctimas de Maltrato Infantil y Abuso sexual de niñas, niños y 

adolescentes, Víctimas de Violencia Institucional y Víctimas de Homicidios y 

Delitos Complejos.  

La cantidad de profesionales necesarios se determinará conforme los 

reglamentos que emita el/la Fiscal General, respetando criterios de 

proporcionalidad a la cantidad de víctimas que requieran su intervención y 

atendiendo al principio de especialidad. 

El/la Director/a Provincial y los/as Directores/as Regionales serán 

designados/as por el Fiscal General, previo concurso público de oposición y 

antecedentes, garantizando transparencia, publicidad, excelencia, celeridad y 

regionalización. Deben ser profesionales de alguna de las siguientes 

disciplinas: psicología, trabajo social, ciencia política, sociología o antropología. 

El/la Director/a Provincial y los/as Directores Regionales durarán seis 

(6) años en el cargo y no podrán ser designados/as por más de dos períodos 

consecutivos. 
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Los equipos interdisciplinarios serán designados por el/la directora/a 

Provincial, previo concurso público de oposición y antecedentes, garantizando 

transparencia, publicidad, excelencia, celeridad y regionalización. 

El Fiscal General, a propuesta del/de la Director/a Provincial, 

reglamentará todos los aspectos que permitan el mejor funcionamiento de la 

Unidad.  

ARTÍCULO 4.- Modifíquese el artículo 50 a la Ley n° 13013, Ley 

Orgánica del Ministerio Público de la Acusación, el cual quedará redactado del 

siguiente modo: 

ARTÍCULO 50.- Remuneraciones. Los siguientes integrantes del 

Ministerio Público de la Acusación tendrán el régimen de remuneraciones que a 

continuación se determina: 

1. El Auditor General de Gestión, una remuneración equivalente a la de 

Juez de Cámara de Apelaciones. 

2. El secretario general y el administrador general, una remuneración 

equivalente a la de Juez de Primera Instancia. 

3. Los Fiscales, según la categoría a que pertenezcan de acuerdo a la 

reglamentación, una remuneración equivalente a la de Vocal de Cámara de 

Apelaciones o Juez de Primera Instancia. 

4. Los Fiscales adjuntos, según la categoría a que pertenezcan de 

acuerdo a la reglamentación a dictarse, una remuneración equivalente a la de 

Secretario de Cámara o Secretario de Primera Instancia. 

5. El Director de la Escuela de Capacitación, una remuneración 

equivalente a la de Secretario de Cámara. 
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6. El Director Provincial de la Unidad de Atención, Acompañamiento, 

Orientación y Asistencia a las Víctimas, una remuneración equivalente a la del 

Secretario General del Ministerio Público de la Acusación. 

7. Los/las Directores/as Regionales de la Unidad de Atención, 

Acompañamiento, Orientación y Asistencia a las Víctimas, percibirán una 

remuneración equivalente a la de Secretario de Juzgado de Circuito del Poder 

Judicial. 

ARTÍCULO 5.- Modifíquese el artículo 51 a la Ley n° 13013, Ley 

Orgánica del Ministerio Público de la Acusación, el cual quedará redactado del 

siguiente modo: 

ARTÍCULO 51.- Sujetos comprendidos. Los/as fiscales, fiscales 

adjuntos, el/la administrador general, el/la secretario general, los/as directores 

de la Unidad de Atención, Acompañamiento, Orientación y Asistencia a las 

Víctimas, de la Escuela de Capacitación y del Organismo de Investigaciones del 

Ministerio Público de la Acusación estarán sujetos al régimen disciplinario 

establecido en el presente Título. 

 

ARTÍCULO 6.- Modifíquese el artículo 68 a la Ley n° 13013, Ley 

Orgánica del Ministerio Público de la Acusación, el cual quedará redactado del 

siguiente modo: 

ARTÍCULO 68.- Creación de cargos. Créanse por esta ley los siguientes 

cargos delMinisterio Público de la Acusación: 

1. Un (1) cargo de Fiscal General. 

2. Cinco (5) cargos de Fiscal Regional. 

3. Un (1) cargo de Secretario/a General. 
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4. Un (1) cargo de Administrador/a General. 

5. Un (1) cargo de Auditor/a General de Gestión. 

6. Un (1) cargo de Director/a Provincial de la Unidad de Atención, 

Acompañamiento, Orientación y Asistencia a las Víctimas. 

7. Cinco (5) cargos de Director/a Regional de la Unidad de Atención, 

Acompañamiento, Orientación y Asistencia a las Víctimas. 

8. Un (1) cargo de Director/a de la Escuela del Ministerio Público de la 

Acusación. 

9. Los cargos de fiscales y fiscales adjuntos que se especifican en el 

Anexo I de la presente ley, serán distribuidos por el/la Fiscal General por 

distrito, previa consulta al/la fiscal regional de la circunscripción 

correspondiente. 

El/La Fiscal General propondrá a la Legislatura, por intermedio del 

Poder Ejecutivo, la creación de los cargos administrativos que resulten 

necesarios para el correcto funcionamiento del Ministerio Público de la 

Acusación, siempre dentro de los límites presupuestarios vigentes. 

ARTÍCULO 7. Reglamentación. El Poder Ejecutivo Provincial 

reglamentará la presente en un término no mayor de noventa (90) días desde 

su promulgación. 

ARTÍCULO 8. Comuníquese al Poder Ejecutivo.  
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FUNDAMENTOS 

El presente proyecto de ley tiene por objetivo contribuir a garantizar el 

acceso a la justicia, a través de la creación de la Unidad de atención, 

asistencia, acompañamiento y orientación de víctimas de delitos en el 

marco del Ministerio Público de la Acusación. 

La problemática del denominado “Acceso a la Justicia” continúa siendo 

un tema de acuciante preocupación. Ella registra la pronunciada distancia que 

existe entre ciertas garantías del orden democrático y su efectiva realización 

práctica. 

Este tema ha estado presente en la agenda de las políticas de Estado 

por más de seis décadas -se reconoce a la denominada “Alianza para el 

Progreso” como el momento cronológico en el que se empieza a instalar esta 

problemática en la agenda pública- y, sin embargo, la brecha entre los 

derechos formalmente reconocidos y su efectiva realización parece ampliarse 

antes que acortarse. 

El hermetismo que muchas veces caracteriza a los órganos estatales 

encargados de llevar adelante alguna de las tareas propias de la jurisdicción, 

en este caso, la de la persecución penal, conspira contra el derecho al acceso a 

la justicia. 

Acceder significa no sólo ingresar físicamente a las reparticiones de los 

órganos del Poder Judicial y ser recibidos/as por algún/a funcionario/a, sino 

que implica la posibilidad de ser alojado por ese dispositivo y obtener 

respuesta a las peticiones. Y esa respuesta debe enmarcarse en formas 

dialógicas que sirvan de puente y no de valla entre los/as funcionarios/as y 

los/as ciudadanos/as que recurren a ellos/as.  
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En los últimos años se ha cuestionado fuertemente la legitimidad de las 

teorías del delito que le asignan a la pena una función reductora, preventiva 

y/o etizante, lo que ha llevado a cuestionar asimismo la finalidad del proceso 

penal y su desatención para con las necesidades particulares de las víctimas de 

ilícitos. En ese sentido es relevante la idea de revictimización, sea como un 

avance hacia la humanización de los procesos judiciales en general o la 

salvaguarda de derechos propios de los/as ciudadanos/as frente al Estado y los 

sujetos que tienen a cargo el desarrollo de la función jurisdiccional en su 

nombre. 

Tony Marshall (1996), del Consorcio de Justicia Restaurativa (Reino 

Unido), propuso una definición operativa ahora adoptada por las Naciones 

Unidas (McCold, 1998; Naciones Unidas, 2002; Van Ness, 2003): “La Justicia 

Restaurativa es un proceso por el cual todas las partes con un interés en un 

determinado delito se reúnen para resolver colectivamente la manera de hacer 

frente a las consecuencias de la ofensa y a sus implicaciones para el futuro” 

(Marshall, 1996:37). 

El desarrollo de las ideas de la Justicia Restaurativa, concepción que 

entendemos debe ser considerada al momento de intervenir en conflictos 

penales, da testimonio de la profunda necesidad de la sociedad de enfoques 

respetuosos y sanadores a las transgresiones. 

El 24 de julio de 2002, el Consejo Económico y Social de las Naciones 

Unidas adoptó una resolución que animaba a los países a aplicar Principios 

Básicos sobre el Uso de Programas de Justicia Restaurativa en Materia Penal en 

el desarrollo y la aplicación de la Justicia Restaurativa en sus países (Van Ness, 

2002; Naciones Unidas, 2002). En abril de 2005, el Undécimo Congreso de las 

Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal llevó a cabo el 

primer curso práctico de las Naciones Unidas sobre Justicia Restaurativa, para 

educar a las delegaciones acerca de su potencial para la reforma de la justicia 

penal (Naciones Unidas, 2004). Estas acciones por parte de las Naciones 
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Unidas procuran impulsar una mayor adopción de prácticas restaurativas a 

nivel internacional. 

Nos encontramos en muchos casos con situaciones en las que existe un 

mayor interés criminológico, que recae sobre el sujeto que ha delinquido y la 

eficiencia de una institución judicial penal que afirma una finalidad positiva de 

la pena, y no tanto victiminológico, centrado en el sujeto que ha sufrido un 

daño determinado en el marco de un ilícito y es llamado a participar en un 

proceso judicial, dando paso así al fenómeno de la “revictimización”. 

Si bien la locución “víctima” puede ser utilizada en un sentido moral o 

emotivo, no es sino en el ámbito jurídico, y estrictamente en el campo del 

derecho penal, donde se la reconoce como aquella persona que ha visto 

lesionado algún derecho con motivo de un accionar ilícito.  

Una de las pocas fuentes normativas en donde se define 

internacionalmente qué es una víctima es la Declaración sobre los Principios 

Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder. 

Allí se brinda una definición con pretensiones de universalidad al denominar 

víctimas a las personas que "individual o colectivamente, hayan sufrido daños, 

inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera 

o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia 

de acciones y omisiones que violen la legislación penal vigente en los estados 

miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder". 

Como platea Viñuelas Limarquez (2010), la importancia de esta 

declaración radica en el reconocimiento y la sistematización de los derechos 

propios de las víctimas. Estos pueden ser agrupados en tres conjuntos 

interrelacionados: (i) derecho de acceso a la justicia y a un trato justo, 

entendido como el derecho de acceso a las instituciones judiciales y a 

información, asistencia, protección y reparación de los daños sufridos; (ii) 

derecho al resarcimiento, planteado desde la óptica de la responsabilidad civil 

generada por el delito, así como desde posibles indemnizaciones subsidiarias a 
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cargo del Estado, para el caso de que la indemnización procedente del 

victimario no sea suficiente; (iii) derecho a una asistencia integral que 

considere el aspecto material, médico, psicológico y social de los daños, así 

como la capacitación de los agentes principales y auxiliares intervinientes en el 

proceso judicial, para volverlos más receptivos a las necesidades y derechos de 

las víctimas. 

Desde un punto de vista fáctico toda revictimización tiene como 

presupuesto una victimización primaria. La victimología refiere a esta última 

como aquel daño sufrido por un sujeto en razón de un delito y sus 

consecuencias a corto plazo (Echeburúa, De Corral y Amor, 2002). Sin 

embargo, luego de ser víctima, un sujeto puede volver a ser víctima en razón 

de una revictimización o victimización secundaria. Con esta noción se hace 

referencia a la mala o inadecuada atención que recibe una víctima al entrar en 

contacto con el sistema de justicia (Beristain, 1996) o con las instituciones 

sociales en general (Albertin, 2006). Comprende en particular al conjunto de 

consecuencias negativas de carácter psicológico, social, jurídico y económico 

causadas por las relaciones que tiene una víctima con el sistema jurídico penal 

y la frustración de legítimas expectativas frente a la cruda realidad institucional 

(Botero, Coronel y Perez, 2009). 

Al momento de considerar qué factores y sujetos inciden en el 

fenómeno de la revictimización nos encontramos con una multiplicidad de 

posibilidades.  

En cuanto a los sujetos, se considera presente en la génesis de la 

revictimización la actuación de la policía y de los demás sujetos intervinientes 

en el proceso penal, en tanto enfocados principalmente en el cumplimiento de 

procesos burocráticos para la búsqueda de prueba ligada a una investigación 

criminal pueden llegar a descuidar el trato brindado a la víctima (Echeburúa & 

Subijana, 2008).  
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Con relación a los principales factores que inciden en el desarrollo del 

fenómeno de la revictimización, pueden generarse por la escasez de 

información entregada a la víctima sobre las características del proceso, la 

sobreestimación de la investigación pericial en desmedro de la atención 

integral de la víctima, la excesiva lentitud de los juicios que interfiere con la 

readaptación de las víctimas y la resultante de los elementos propios del 

tradicional juicio oral, como ser la narración del delito en presencia del 

victimario y el cuestionamiento directo acerca de la credibilidad de la víctima, 

entre otros (Álvarez & Smith, 2007; Arce & Batres, 2006; Gutiérrez et al., 

2009; Lewis, 2003; Reno et al., 1999). 

Entre los factores generadores de victimización secundaria dentro del 

sistema jurídico-penal señalados por Albertin (2006) se destacan: (a) dar 

prioridad a la búsqueda de la realidad del suceso delictivo olvidando la atención 

a la víctima o despersonalizando su trato; (b) la falta de información sobre la 

evolución del proceso, sobre la sentencia y sobre el destino del victimario; (c) 

la falta de un entorno de intimidad y protección; (d) el uso de excesivos 

tecnicismos jurídicos; (e) el desconocimiento de los roles profesionales por 

parte de la víctima; (f) la excesiva lentitud el proceso judicial y su interferencia 

con el proceso de recuperación y readaptación de la víctima; (g) en el juicio 

oral: la narración del delito, la puesta en entredicho en su credibilidad y el 

sentimiento de culpabilidad como importantes inductores de padecimiento. 

La definición receptada en las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la 

justicia de las personas en condición de vulnerabilidad (acordada CSJN 5/2009) 

refiere a la revictimización secundaria como el incremento del daño sufrido por 

la víctima de un delito “como consecuencia de su contacto con el sistema de 

justicia” (Capítulo 1, Sección 2, apartado quinto). 

En este mismo instrumento se completa esta categorización mediante 

la noción de persona en condición de vulnerabilidad, la que “por su razón de 

edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, 



2020 – AÑO DEL BICENTENARIO DEL PASO A LA INMORTALIDAD DEL GENERAL 

MANUEL BELGRANO 

General López 3055 – (S3000DCO) – Santa Fe – República Argentina 

 
 

 

económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para 

ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por 

el ordenamiento jurídico” (Capítulo 1, sección segunda, primer punto). 

Aun si en los sistemas jurídicos modernos el ejercicio del poder punitivo 

no se justifica por las necesidades de las víctimas ni tiene una finalidad 

compensatoria, no habría razones para aumentar el daño de aquellas. En ese 

contexto el trato que mantiene el aparato judicial para con determinadas 

víctimas en el marco de procesos penales podría ser inhumano, degradante y 

revictimizador. 

Es un desafío construir un sistema de justicia que sea a la vez masivo y 

personalizado, en donde se brinde un trato humanizado y no meramente 

burocrático. Es inocente pensar que solo una norma, protocolo o 

recomendación que promueva un trato humanitario hacia las víctimas se 

cumpla por el simple hecho de existir. Se requieren de dispositivos y 

estructuras específicas tendientes a realizar en la práctica los mandatos legales 

en cuanto al trato que deben recibir los sujetos pasivos del delito, 

contribuyendo a restaurar sus derechos y recomponer, en la medida de lo 

posible, su situación en función de los derechos afectados.  

Si es posible concluir que ha operado el reconocimiento de una nueva 

clase de daño, el resultante del contacto de una víctima de un ilícito con el 

sistema procesal de la justicia penal, debemos actuar en consecuencia e instar 

a revertir ese proceso, mediante la implementación de las acciones necesarias 

a tales efectos. 

Durante una buena parte de la existencia de lo que podría denominarse 

como el desarrollo del “derecho penal moderno” la víctima ha sido un actor 

marginal sin derechos explícitos en el proceso. Este fenómeno se explica 

debido a que el “derecho penal moderno” se caracteriza por constituir un 

derecho eminentemente estatal, es decir, un sistema de regulaciones legales 

en donde el delito es definido como conflicto entre el autor del mismo y el 
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Estado. Frente a la comisión de un delito, surge el derecho del Estado de 

sancionar la violación al deber de todos los ciudadanos de respetar las normas 

penales. El conflicto deja de ser un problema entre autor y víctima pasando, en 

cambio, a constituir un problema entre infractor y autoridad. 

Sin embargo, la víctima ha “llegado para quedarse” en nuestros 

sistemas procesales o, dicho de otra manera, ha pasado de ser “un actor de 

reparto a uno de los protagonistas” de la trama procesal. 

Si se observan los nuevos códigos procesales penales en América 

Latina se podrá apreciar que todos ellos recogen un conjunto amplio de 

derechos y contienen diversasnormas que regulan la intervención o 

participación de la víctima en el proceso penal. 

Las razones que explican el cambio de rol del ofendido en el proceso 

penal y su irrupción en el sistema son fuertes. Ellas no sólo se asocian a una 

idea de servir de control a la persecución penal pública. Para promover la 

propia eficacia del sistema, resulta indispensable que éste le ofrezca a la 

víctima un escenario que genere confianza para formular denuncias y 

motivación para colaborar con el esclarecimiento de los hechos denunciados. 

Desde el punto de vista de la “pacificación social de conflictos”, hay quienes 

sostienen la necesidad de mirar la función del sistema penal desde una 

perspectiva diferente a la tradicional, en la que se privilegie la solución del 

conflicto por sobre la aplicación de la coerción estatal, todo lo cual supone una 

intervención activa de la víctima y una comprensión distinta de su rol en el 

proceso. 

Los niveles de cumplimiento de los derechos procesales diversos a los 

de intervención de los ofendidos (información, protección, dignidad, 

reparación, participación) hasta el momento no han sido satisfactorios. Frente 

a las carencias del sistema para tratar al ofendido acorde a las expectativas 

instaladas en nuestra sociedad, la única vía que se ha encontrado como posible 

para lograr aquello es el reforzamiento de la labor del querellante. Sin 



2020 – AÑO DEL BICENTENARIO DEL PASO A LA INMORTALIDAD DEL GENERAL 

MANUEL BELGRANO 

General López 3055 – (S3000DCO) – Santa Fe – República Argentina 

 
 

 

embargo, resulta imprescindible explorar nuevas opciones que se alisten en las 

filas de garantizar otros derechos, además de su participación en el proceso 

penal. 

Una vez instalada la idea que el querellante será quien resuelva los 

problemas del ofendido, el camino lógico que sigue luego es dar la lucha por la 

ampliación de sus facultades de llevar adelante la acción penal. Sin descartar 

por completo esa posibilidad, la solución a la percepción negativa respecto al 

tratamiento de la víctima pasa primero por hacer un reconocimiento serio del 

conjunto de derechos que el sistema ya ha consagrado de manera fuerte 

(información, protección, trato con dignidad, reparación y participación). 

También se requiere que salgamos del marco conceptual dicotómico de 

análisis que normalmente se utiliza en las discusiones en la materia, en donde 

se concibe que todo aquello en favor de la víctima va en contra del imputado o 

vice-versa. Se trata de una visión político criminal que se pone en un escenario 

de “lucha” entre imputado y víctima, es decir, que entiende que los derechos 

de las víctimas necesariamente están en una disputa con los derechos del 

imputado y que lo que gana uno se hace en contra de una pérdida para el otro, 

tal como ocurriría con dos púgiles en una pelea. 

Este proyecto de modificación tiene como antecedente la estructuración 

de los equipos interdisciplinarios existentes en la órbita del Ministerio Público 

Fiscal de la Nación, constituidos a partir de la Ley Orgánica de Ministerios, que 

prestan servicios vinculados al acceso a la justicia, acompañamiento, 

orientación, asistencia y protección a víctimas de delitos, cuya labor ha 

resultado altamente positiva en cuanto a la garantización de derechos para 

quienes recurren al órgano acusador como víctimas de hechos delictivos. 

Existe una enorme cantidad de particularidades para realizar 

intervenciones de protección a víctimas en el seno de una institución nacida 

para acusar. En ese marco, los Programas del Ministerio Público Fiscal realizan 

intervenciones de diferentes niveles de complejidad atendiendo a la 
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singularidad del caso y se llevan adelante en cumplimiento del deber de 

investigar del Estado. 

La Ley 27.372 de Derechos y Garantías de las Personas Víctimas de 

Delitos expresa que las autoridades deberán responder a los principios de: 

rápida intervención, enfoque diferencial y no victimización (Art. 4°). 

A nivel de las instituciones, opera una fragmentación que se da entre 

los diferentes actores que intervienen (interinstitucional) y que se reproduce 

en el nivel de la institución judicial (intrainstitucional). Se suma además una 

tendencia al funcionamiento fragmentado entre programas, entre disciplinas 

(interdisciplinar) y entre los profesionales y las víctimas. Esta segmentación en 

los diferentes ámbitos configura diferentes barreras de acceso a la orientación, 

protección y/o atención para las personas. Paradójicamente, puede ocurrir que 

estos obstáculos produzcan mayores niveles de victimización y 

revictimizaciones.  

La atención oportuna, la integralidad en la intervención, la disminución 

de tránsitos innecesarios por entrevistas y/u oficinas, entre otras estrategias, 

podrían colaborar para facilitar la circulación de las personas/víctimas/sujetos 

de derechos por ámbitos judiciales. 

Si se pretende proveer asistencia real, es necesario atender a las 

condiciones en que se desenvuelven las situaciones de victimización y brindar 

abordaje especializado, conforme la especificidad de cada hecho, a los fines de 

garantizar asistencia integral efectiva.  

En este sentido, la Legislatura provincial ha sancionado a fines de 2015 

el “Programa Provincial de Protección y Acompañamiento de Testigos y 

Víctimas y Fondo Provincial de Recompensas” (Ley n° 13.494), el cual “ampara 

a toda persona que verosímilmente se encuentra en riesgo cierto de sufrir un 

atentado contra su vida, integridad, libertad, o en sus bienes, como 

consecuencia de haber sido víctima o testigo de un delito, o bien por haber 
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colaborado en la investigación de un delito o participado en un proceso penal, 

sea en carácter de Juez, Fiscal, Defensor o funcionario judicial” (artículo 2). En 

el mismo, queda establecido que se prestará especial atención a víctimas de 

violencia institucional y delincuencia organizada, así como a víctimas de delitos 

sexuales, de violencia familiar y de género. 

El Estado tiene la responsabilidad de mostrar una fuerte decisión 

política en el abordaje de estas problemáticas, lo cual debe evidenciarse en 

materia de asistencia integral a las víctimas de delitos desde un abordaje 

específico y especializado. 

Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente 

proyecto de ley.  


